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RESUMEN: La gobernanza agraria en 
México, cuya base territorial abarca el 
51% del país, exige una construcción 
ontológica como un sistema complejo de 
relaciones socio-jurídicas orientadas a la 
sostenibilidad rural. El presente artículo 
problematiza las asimetrías de poder 
político, técnico y económico que sitúa a 
los sujetos agrarios en una posición de 
vulnerabilidad frente al extractivismo y el 
desarrollo industrial. Bajo un enfoque 
cualitativo-inductivo, se analiza cómo el 
trinomio de Escazú actúa como el 
mecanismo causal indispensable para 
corregir dichas asimetrías y transitar 
hacia un paradigma ecocéntrico. Desde 
las teorías de la justicia de Rawls y 
Honneth, la sostenibilidad rural requiere 

 ABSTRACT: Agrarian governance in 
Mexico, whose territorial base 
encompasses 51% of the country, 
demands an ontological construction as a 
complex system of socio-legal relations 
oriented toward rural sustainability. This 
article problematizes the asymmetries of 
political, technical, and economic power 
that place agrarian subjects in a 
vulnerable position vis-à-vis extractivism 
and industrial development. Using a 
qualitative-inductive approach, it 
analyzes how the Escazú Agreement acts 
as the indispensable causal mechanism 
for correcting these asymmetries and 
transitioning toward an ecocentric 
paradigm. Drawing on the theories of 
justice of Rawls and Honneth, rural 
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validar a los sujetos agrarios como 
guardianes legítimos de la biodiversidad. 
Los resultados, enmarcados en el 
fenómeno del enverdecimiento de las 
cortes y la Opinión Consultiva OC-32/25 
demuestran que la asamblea ejidal debe 
fortalecerse como el núcleo de una 
democracia ambiental capaz de tutelar la 
función ecológica de la propiedad. Se 
concluye que otorgar facultades 
agroambientales a los Tribunales 
Agrarios es una medida precautoria 
prioritaria para garantizar la equidad 
intergeneracional y la paz social. 
Palabras clave: Gobernanza agraria; 
Justicia socio-ambiental; Acuerdo de 
Escazú; Paradigma ecocéntrico; 
enverdecimiento de las cortes. 

sustainability requires validating agrarian 
subjects as legitimate guardians of 
biodiversity. The results, framed within 
the phenomenon of the greening of the 
courts and Advisory Opinion OC-32/25, 
demonstrate that the Ejido Assembly 
must be strengthened as the core of an 
environmental democracy capable of 
safeguarding the ecological function of 
property. It is concluded that granting 
agro-environmental powers to the 
Agrarian Courts is an unavoidable 
precautionary measure to guarantee 
intergenerational equity and social peace. 
Keywords: Agrarian governance; Socio-
environmental justice; Escazú Agreement; 
Ecocentric paradigm; Greening of the 
courts. 

 
SUMARIO. Introducción. 1. Construcción ontología de la gobernanza agraria y justicia socio-
ambiental. 2. Derecho humano a un medioambiente sano (DHAS) como finalidad de la 
justicia socio-ambiental. 3. Gobernanza agraria y democracia participativa. 4. Metodología. 
5. Resultados y discusión. Conclusiones. Fuentes de consulta. 
 

Introducción 
En México, la gestión del territorio y la conservación de la biodiversidad encuentra su 
cimiento en la propiedad social, un régimen de la tenencia de la tierra que abarca el 51% de 
la superficie nacional (99, 608,232 hectáreas) y en la cual se halla un total de En México, la 
gestión del territorio y la conservación de la biodiversidad encuentra su cimiento en la 
propiedad social, un régimen de la tenencia de la tierra que abarca el 51% de la superficie 
nacional (99, 608,232 hectáreas) y en la cual se halla un total de 32, 261 núcleos agrarios 
(Registro Agrario Nacional, 2024). Constituyéndose de esta forma como los principales 
custodios de los sistemas ecosistémicos, al albergar el 80% de los bosques y selvas, el 60% 
de las áreas naturales protegidas y la mayoría de las reservas hídricas del país (Torres Rojo, 
J. M., 2020), lo que los coloca frente a la triple crisis planetaria: cambio climático, 
contaminación y pérdida de biodiversidad. 



 

 

 
pp. 53-80 

55 
 

 

 

 

Artículo: “Gobernanza agraria y derechos de acceso 

ambiental: un enfoque socio-jurídico para la 

sostenibilidad rural en México” 

María Eugenia Jerez Velasco 

DOI: https://doi.org/10.25009/ej.vi14.2669 
 

Número 14 
julio-diciembre 2026 

Desde el México independiente, se ha concebido a la naturaleza como un objeto de 
apropiación, como un recurso al servicio de la acumulación de la riqueza humana, 
ignorando sus límites biofísicos y su valor intrínseco. La sostenibilidad rural no puede 
entenderse solo como conservación biológica (Martín López, O., 2024) se requiere desde 
las teorías de justicia de John Rawls, Axel Honneth y Émile Durkheim superar el utilitarismo 
a fin de transitar a una gobernanza policéntrica, que permita concebir tanto a los bienes 
primarios como a los lazos de identidad territorial como medios indispensables que 
garanticen la realización de cualquier modo de vida de los sujetos agrarios. 

Rawls cuestiona el utilitarismo y considera que la justicia distributiva debe ocuparse de 
la estructura de la sociedad, donde las cargas y beneficios ambientales sean distribuidos de 
forma equitativa entre todos los sectores. Él señala que, dentro de los principios que deben 
gobernar la distribución de los bienes primarios está el del ahorro justo, el cual se relaciona 
con la responsabilidad que las generaciones tienen con el cuidado y protección del 
medioambiente. (Vaca Paniagua, M., 2021) 

Si bien, la estructura básica de la sociedad en Rawls atiende a la distribución de bienes 
primarios para los individuos, en el contexto de la propiedad social agraria en nuestro país, 
estos bienes primarios no pueden fragmentarse de forma individual, sino que requieren de 
una dimensión comunitaria y colectiva que aporta la teoría del reconocimiento de Axel 
Honneth o más afines al policentrismo. 

Con la teoría de la justicia del reconocimiento de Honneth, es posible validar a los sujetos 
agrarios como depositarios del patrimonio común y desde la perspectiva sociológica de 
Durkheim, las asambleas ejidales o comunales deben consolidarse como órganos de 
cohesión social y solidaridad orgánica, donde la defensa colectiva del territorio transcienda 
de la mera suma de voluntades individuales. 

De ahí que la gobernanza agraria debe fortalecer la participación de este órgano 
supremo de los ejidos y comunidades en asuntos ambientales, y privilegiar la protección de 
los ecosistemas logrando la gestión científica del territorio. Esta transición a la justicia socio-
ambiental conlleva a la implementación de los derechos de acceso a la información, 
participación y justicia ambiental, previstos en el Acuerdo de Escazú. 

Esta investigación analiza cómo el sistema jurídico mexicano está transitando hacia un 
paradigma ecocéntrico y una tendencia hacia el enverdecimiento de las Cortes. Su objetivo 
es demostrar que el fortalecimiento de la gobernanza agraria a través de estándares 
internacionales de acceso, constituye un mecanismo indispensable para asegurar la 
equidad generacional, bajo la premisa de que, ante la triple crisis planetaria, el desarrollo, 
se vería comprometido en ausencia de sostenibilidad. 
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1. Construcción ontológica de la gobernanza agraria y justicia socio-
ambiental 
Al sistema integral de desarrollo y protección de derechos que articula relaciones jurídicas, 
sociales e institucionales a fin de regular la tenencia de la tierra, su uso y el manejo de los 
recursos naturales se le conoce como gobernanza agraria, la cual se rige por principios de 
prevención, equidad, transparencia y participación democrática, que buscan la superación 
de las asimetrías de poder técnico-científico, político y económico que vulneran los 
derechos de los sujetos agrarios. 

Esta se sustenta en un binomio interdependiente de la doble dimensión del derecho 
agrario y el cambio de paradigma que transita de una racionalidad productiva a una 
racionalidad protectora, cuyo objetivo es el respeto de los elementos naturales derivado de 
su propio valor (dignidad jurídica propia), ya sea de forma individual o dentro de su contexto 
ecosistémicos. (Pereira, S., 2025) Alejándose de la visión utilitarista al proponer que la 
protección de la naturaleza sea un imperativo ético y legal, donde los ecosistemas como 
sistemas cuenten con un valor propio. 

De ahí la tendencia de los tribunales a resolver protegiendo los ecosistemas y especies 
como intereses jurídicos en sí mismos, a lo que se le ha comenzado a conocer como 
enverdecimiento de las Cortes. (Revuelta, B., 2022) En México la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo en revisión 54/2021, bajo la ponencia 
del Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá, determinó tutelar el sistema arrecifal 
veracruzano como interés jurídico en sí mismo, aplicando en su decisión los principios de 
precaución, prevención, in dubio pro natura, y de no regresión. 

En su ejecutoria adoptó el concepto de entorno adyacente y expande la legitimación 
activa hacia quienes habitan o utilizan el área de influencia de un ecosistema, 
independientemente de que no sean vecinos inmediatos a que puedan defender 
judicialmente los servicios ambientales de los que dependen. (Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, 2022) 

Frente a esta tendencia, en el término entorno adyacente opera un mecanismo de 
equilibrio procesal frente a las asimetrías de poder técnico y económico que existe en los 
núcleos agrarios, al permitir que estos defiendan sus ecosistemas (SEDATU, 2015; Sereno, 
C. A., 2022; SINA, 2024) —en lo individual o colectivamente— basándose en la 
interdependencia funcional. Se democratiza la defensa de la naturaleza, transformando a 
los 32, 261 núcleos agrarios como receptores pasivos de impactos ambientales e 
interlocutores legítimos, materializando la justicia del reconocimiento de Honneth. 

Junto con ello, el reconocimiento institucional de sus saberes tradicionales y su relación 
con el territorio es la condición sine qua non para que la gobernanza agraria transite de 
forma efectiva a una racionalidad protectora. Esta vanguardia jurisprudencial, enmarcada 
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en el enverdecimiento de las cortes, encuentra su aplicación necesaria en el régimen de la 
propiedad social en nuestro país. 

De esta forma la gobernanza agraria comprende relaciones socio-jurídicas orientadas a 
la sostenibilidad rural, que debe sustentarse en una doble dimensión del derecho agrario: 
una dimensión redistributiva—centrada en el eje histórico de la justicia social y el acceso a 
la tenencia de la tierra emanado del artículo 27 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos (CPEUM, 2026) —y una dimensión ecológica—centrada en la 
preservación de la biosfera, así como en el valor intrínseco de la naturaleza como bien 
jurídico protegido per se—. (Figura 1) 
 

Figura 1. Esquema de la doble dimensión del derecho agrario. 

 
Elaboración propia con información de derecho agrario. Se ha utilizado herramienta de diseño Canva. 

 
Al superar el antropocéntrico utilitarista se podrá construir una verdadera gobernanza 

agraria en México. Esto es posible mediante las teorías de la justicia, las cuales buscan hacer 
frente a las desigualdades que surgen a raíz la degradación ambiental que afecta a grupos 
en situación de vulnerabilidad. 

Para comprender la transición hacia una gobernanza agraria efectiva es preciso distinguir 
entre las diversas versiones del desarrollo sostenible. Mientras que la sustentabilidad débil 
se caracteriza por una visión reformista y tecnocrática — que asume la sustituibilidad del 
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capital natural por el capital manufacturado desde un enfoque antropocéntrico— la 
sustentabilidad fuerte y superfuerte defiende el valor intrínseco de la naturaleza y la 
imposibilidad de reemplazar funciones ecosistémicas críticas. (Gómez, D., 2021) 

Los tribunales al resolver suelen polarizar el debate en dos extremos: un 
antropocentrismo extractivista y un ecocentrismo radical que paraliza la vida rural. Para 
superar este reduccionismo bidimensional, se debe recurrir a la noción de gobernanza 
policéntrica propuesta por Elinor Ostrom. Bajo esta perspectiva, la policentricidad propone 
que múltiples centros de decisiones—tales como asambleas ejidales, tribunales e 
instituciones gubernamentales—puede actuar de forma independiente pero coordinada, 
formando un sistema productivo preferible a un arreglo caótico. (Ostrom, E., 2014) 

Con la justicia distributiva de John Rawls, es posible evaluar cómo la equidad social y la 
protección ecológica son dimensiones interdependientes de la sostenibilidad rural.(Martín 
López, 2024) Esta teoría se enfoca en la justicia social como la estructura básica de la 
sociedad, lo que permite concebir al medioambiente sano y a la estabilidad climática como 
bienes primarios, cuya distribución equitativa es indispensable para la estructura básica de 
la sociedad rural, permitiendo la distribución de las cargas y beneficios ambientales. 

Esta doble dimensión debe entenderse como un mecanismo de justicia distributiva, sin 
una protección efectiva del medioambiente, en el campo sería inalcanzable la justicia social, 
debido a que la degradación ambiental profundiza las desigualdades ya existentes en los 
núcleos agrarios. 

Se fortalece por la Opinión consultiva OC-32/25 de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (CoIDH), la cual ha determinado que la obligación de no causar daños irreversibles 
al sistema climático y al medioambiente constituye una norma de ius cogens, vinculando la 
habitabilidad del planeta con un deber de diligencia reforzada del Estado sobre el 51% del 
territorio nacional que constituye la propiedad social. (Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, 2025) 

A esto se añade que la teoría de la justicia del reconocimiento de Axel Honneth propone 
que la base de la justicia no radica solo en la distribución de bienes, sino la forma en que se 
constituyen las relaciones sociales y el reconocimiento mutuo por sus acciones; de esta 
forma la gobernanza agraria debe reconocer a los sujetos agrarios como interlocutores 
legítimos frente a las emergencias medioambientales. Por lo que los daños al entorno 
pueden entenderse como un perjuicio a la autoestima e identidad de las comunidades, las 
cuales dependen de su territorio para su identidad. (Martín López, 2024) 

Mientras Rawls ofrece una herramienta para la distribución equitativa de cargas 
ambientales, Honneth aporta la base para que la participación pública sea un proceso de 
reconocimiento efectivo, donde el conocimiento local sea valorado al mismo nivel que el 
técnico. De esta forma, la gobernanza agraria tiene como fin último garantizar el derecho 
humano a un medioambiente sano (DHAS) en sus dos dimensiones. 
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2. Derecho humano a un medioambiente sano (DHAS) como finalidad de 
la justicia socio-ambiental 
El derecho humano a un medioambiente sano (DHAS) se constituye como sustento 
cualitativo de la justicia socio-ambiental, ya que su reconocimiento se encuentra 
intrínsecamente ligado a los derechos de acceso a la información, el derecho a la 
participación pública en procesos de toma de decisiones y acceso a la justicia en asuntos 
ambientales. (Naciones Unidas, 2018a, artículo 2, inciso a)  

Lorenzetti (2020) menciona que, ante escenarios donde surgen conflictos en materia 
ambiental que se sitúan entre lo público y privado, debe reconocerse siempre como sujeto 
de derecho a la naturaleza, que es un bien colectivo. 

Sobre este punto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) ha establecido que el 
DHAS tiene una doble dimensión: una ecocéntrica o ambientalista—protegiendo el entorno 
como un bien jurídico— y otra antropocéntrica—garantizando los derechos de la persona—

en la primera dimensión reconoce que el núcleo esencia de protección es la naturaleza por 
su valor intrínseco, con independencia de la utilidad que represente para los seres 
humanos, mientras que la segunda dimensión vincula la calidad del ecosistema con la 
realización de derechos conexos fundamentales como la salud, la alimentación, el acceso al 
agua y la vida misma. 

La violación de cualquiera de estas dimensiones vulnera tanto el DHAS como el entorno 
natural, la Opinión Consultiva OC-23/17 emitida por la CoIDH (2017) determinó que los 
Estados Partes deben actuar diligentemente para prevenir, regular, supervisar e investigar 
las actividades bajo su jurisdicción que pueda producir un daño al medioambiente. 

Ante este escenario, las asambleas ejidal o comunal—como órgano supremo de decisión 
al interior de los núcleos agrarios—deben asumir un mandato ético y legal para tutelar 
ambas dimensiones. No se trata tan solo de decidir sobre el usufructo de las tierras, sino de 
actuar democráticamente en asuntos ambientales que busquen preservar la función del 
ecosistema de los cuales depende la supervivencia de la comunidad y del país. 

Desde una perspectiva técnica y socio-jurídica, la función del ecosistema es el conjunto 
de procesos biofísicos e interacciones que hacen posible el flujo de materia y energía en 
una unidad funcional. Esta noción se diferencia de los servicios ambientales, en tanto que 
estos últimos se centran en los beneficios que la naturaleza otorga al ser humano, dejando 
a un lado la integridad funcional y el mantenimiento de los ciclos vitales del entorno por su 
propio valor intrínseco. (Ferraro, K. M., Ferraro, A., Lundgren, E., & Sommer, N., 2025) 

Esta doble dimensión exige conceptualizar el territorio agrario más allá de su valor de 
cambio. Conforme al marco global de la Plataforma Intergubernamental científico-
normativa sobre Diversidad Biológica y Servicios de los Ecosistemas (IPBES), se debe 
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transitar hacia el concepto de contribuciones de la naturaleza para las personas (CNP) 
donde “se producen conjuntamente a través de procesos biofísicos e interacciones 
ecológicas con activos antropógenos como el conocimiento, las infraestructuras, el capital 
financiero, la tecnología y las instituciones que los respaldan” (IPBES, 2019: 12). 

Para muchas culturas, la naturaleza es una entidad viva, de ahí que el concepto de CNP 
incorpora nociones como madre tierra y sistemas de vida, validando cosmovisiones donde 
la naturaleza tiene un valor intrínseco independiente de su utilidad económica. Aunque la 
producción material (alimentos, madera) ha aumentado, 14 de las 18 categorías de 
contribuciones evaluadas por la IPBES están en declive, dada su importancia, resultan 
necesarios los estudios de impacto ambiental, cuando exista riesgo de daño considerable 
originado por la acción humana. 

La Evaluación de Impacto Ambiental (MIA), es un estudio técnico-científico, preventivo 
y de planeación, “que permite identificar los efectos que puede ocasionar una obra o 
actividad sobre el medioambiente, y señalar las medidas preventivas que minimicen dichos 
efectos negativos de la ejecución de dichas obras o actividades.” (Procuraduría Federal de 
Protección al Ambiente, 2020, párr. 5) 

Así la autoridad estará en posibilidad de evaluar la factibilidad ambiental para la 
ejecución de diversos proyectos (Bárcena, A., Torres, V., y Muñoz Ávila, L., 2021); esto 
coincide con la necesidad de establecer un plan de contingencia con medidas de seguridad 
y procedimientos que resten la posibilidad de accidentes ambientales de gran magnitud, a 
fin de mitigar el daño ambiental y actuar conforme al principio de precaución frente a 
posibles daños graves e irreversibles al medioambiente, aun en ausencia de certeza 
científica. 

La Opinión Consultiva OC-23/17 establece un marco de obligaciones de derechos 
humanos que rigen la dimensión ecológica del derecho agrario. En este pronunciamiento, 
la CoIDH destaca los derechos a la vida y a la integridad personal—previstos en los artículos 
4 y 5.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos—con el desarrollo de deberes 
estatales en materia ambiental. Estas obligaciones institucionalizan los mecanismos de 
gobernanza necesarios para proteger el entorno, tanto en el ámbito interno como el 
internacional. (CoIDH, 2017) 

Por cuanto hace a la dimensión del derecho humano al medioambiente (DHAS), con base 
en el criterio jurisprudencial de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) y los 
instrumentos internacionales, esta debe reflejar su naturaleza complicada, autónoma y 
multidimensional. La figura 2 sintetiza la estructura conceptual del DHAS a partir de sus 
dimensiones ecocéntrica y antropocéntricas, conforme a la Opinión Consultiva OC-23/17. 
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Figura 2. Doble dimensión del derecho humano al medioambiente. 

 
Elaboración propia a partir de la Opinión Consultiva OC-23/17 (CoIDH, 2017). Se ha utilizado herramienta de 
diseño Canva. 

 
El derecho humano a un ambiente sano (DHAS) se encuentra tutelado en el artículo 4 

constitucional y el Protocolo de San Salvador. Este derecho se ha consolidado en la 
jurisprudencia mexicana como un derecho autónomo cuyo núcleo es la protección del 
medioambiente, por su valor intrínseco, lo que marca un tránsito hacia una visión 
ecocéntrica. (Rabasa, A., y De Windt, C. S., 2022) 

Como se observa en la figura 2, el DHAS tiene una doble dimensión, en la primera busca 
proteger el medioambiente como un bien jurídico e incluso sin certeza de riesgo a personas 
individuales, conforme a la Opinión Consultiva OC-23/17 de la CoIDH. La segunda 
dimensión, se vincula con la realización de derechos conexos dentro de los cuales se 
encuentra la salud y la vida, de ahí, que la trasgresión de cualquiera de estas dimensiones 
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constituye una violación al DHAS. (Rabasa, A., Camaño, D., Carillo, J., y Medina, R.) Para su 
interpretación requiere de diversos principios como son el precautorio, In Dubio Pro Natura 
y el de prevención. 

Ante la incertidumbre científica de que una acción sea o no riesgosa para el 
medioambiente (Rabasa et al., 2022), es necesario adoptar el principio precautorio para 
evitar daños graves e irreversibles a la naturaleza a diferencia del principio de prevención, 
el cual se aplica cuando los riesgos de una actividad son conocidos plenamente. El principio 
de prevención considera importante la Evaluación del Impacto Ambiental, Permiso 
Ambiental, Auditoria Ambiental, Consulta previa, libre e informada a fin de tomar medidas 
frente a riesgos o peligros existentes a posibles daños ambientales. (Rabasa y De Windt, 
2022) 

Con base en el principio In Dubio Pro Natura se constriñe a la autoridad judicial a preferir 
ante una coalición entre el medioambiente y otros intereses, se deba prevalecer la 
protección de los hábitats, a los seres vivos que lo ocupan y a la comunidad que se beneficia 
de ellos, es decir, debe resolverse siempre en favor de la naturaleza. (Rabasa y De Windt, 
2022) 

 

3. Gobernanza agraria y democracia participativa 
Para la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura por sus 
siglas en inglés la FAO, el término gobernanza está incorporado a la de la tierra y tiene su 
origen en la década de los ochenta. (Figura 3) Esta palabra hace referencia a las normas, 
procesos y estructuras a través de las cuales se adoptan decisiones sobre el acceso, uso y 
control de la tenencia de la tierra. (Palmer, D., Fricska, S., y Wehrmann, B., 2009) 

Figura 3. Dimensiones de la Gobernanza Agraria. 

 
Elaboración propia considerando la Ley Agraria (2014) y el Acuerdo de Escazú. Se ha utilizado SmartArt. 
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Cuando la gobernanza de la tierra es eficaz, permite el acceso a la tierra y a la seguridad 
a todos en igualdad de condiciones. Al estar asociada a la propiedad social, da lugar a la 
gobernanza agraria, con la cual se busca el desarrollo y protección de derechos que se 
articula en cuatro dimensiones, dando origen a relaciones jurídicas, sociales e 
institucionales que regulan la tenencia de la tierra su uso y manejo de los recursos naturales 
en el contexto agrario, bajo principios de equidad, transparencia y participación 
democrática. Se fundamenta principalmente en los artículos 9, 22 y 23 de la Ley Agraria 
(Procuraduría Agraria, 2014). (Figura 3) 

Los ejidos y las comunidades son personas morales a la que la CPEUM y la Ley Agraria les 
reconoce personalidad jurídica, así como patrimonio propio, obran a través de sus órganos 
internos que lo representan, siendo la asamblea ejidal, el órgano supremo del ejido en la 
que participan los ejidatarios en las tomas de decisiones trascendentales para este, caso 
similar sucede con la asamblea de bienes comunales. 

La Agenda 2030 ha establecido que la gobernanza aunada a la protección al 
medioambiente constituye un tema transversal, que busca identificar los procesos que 
afectan a la seguridad alimentaria, por lo que su fortalecimiento debe tener presente a la 
dignidad e igualdad de las personas requiriendo la participación democrática de la sociedad 
y del Estado para su implementación. (Comisión para la Cooperación Ambiental, 2024) 

El Principio 10 de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, precisa 
que todos los ciudadanos pueden participar en asuntos ambientales en el nivel que 
corresponda y que los Estados deben asegurar el acceso a la información sobre los riesgo al 
medioambiente que represente para las comunidades, así como respetar la toma de 
decisiones y garantizar el acceso efectivo a los procedimientos judiciales y administrativos 
(Tabla 1), así como el resarcimiento de daños y los recursos pertinentes. (Gobierno de 
México, 2021) 

 
Tabla 1. Derechos de acceso como herramienta para la corrección de asimetrías de poder en 

núcleos agrarios. 

Derecho de 
Acceso 

Fundamento  Asimetría de poder Mecanismo de corrección 

Información • Artículos 5 y 6 del 
Acuerdo de Escazú.  
• Artículo 6 de la 
CPEUM.  
• Artículo 159 bis 3 de 
la Ley General del 
Equilibrio Ecológico y 
la Protección al 
Ambiente (LGEEPA).  

Técnica y científica 
 
Brecha entre la 
comprensión de las 
Manifestaciones de 
Impacto Ambiental 
(MIA) y datos técnicos 
ante los agentes 

1. Implementación de esquemas 
de transparencia activa con 
pertinencia cultural. 

2. Traducción de los estudios de 
MIA a lenguas indígenas y 
generación de resúmenes 
ejecutivos en formatos 
accesibles para personas con 
discapacidad. 
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industriales o 
extractivistas.  

Participación 
pública 

• Artículo 7 del 
Acuerdo de Escazú.  
• Convenio 169 de la 
OIT.  
• Artículos 22 y 23 de 
la Ley Agraria.  

Política y 
representación 
 
Invisibilización y 
exclusión de los sujetos 
agrarios en las etapas 
iniciales de planeación 
de proyectos que 
impactan su entorno.  

1. Institucionalización de procesos 
de consulta temprana, libre e 
informada.  

2. Fortalecimiento de la asamblea 
ejidal o comunal como núcleo 
democrático para deliberar y 
dictaminar sobre el uso 
sostenible de sus recursos 
naturales.  

A la justicia • Artículo 8 del 
Acuerdo de Escazú.  
• Artículo 17 de la 
CPEUM.  
• Ley Federal de 
Responsabilidad 
Ambiental.  
 
• Opinión Consultiva 
OC-32/25 de la Corte 
IDH.  

Económica y procesal 
 
Desventaja financiera y 
organizativa para 
costear peritajes y 
sostener litigios 
ambientales complejos 
e inconexos.  

1. Reconocimiento de la 
legitimación activa amplia y la 
aplicación de la inversión de la 
carga de la prueba.  

2. Adopción del principio de debida 
diligencia reforzada en sede 
jurisdiccional para salvaguardar 
los ecosistemas como bienes 
primarios.  

Elaboración propia a partir de los instrumentos internacionales y legislación mencionada. 

 
La autoridad debe generar información accesible y de lectura fácil para corregir la 

asimetría técnica, teniendo a su vez el deber de garantizar una evaluación integral, 
acumulativa y sinérgica, siempre que exista un riesgo de impacto al medioambiente. 

Se daría la máxima publicidad a los Estudios de Impacto Ambiental reduciendo la brecha 
técnica, y permitiendo que la asamblea ejidal o comunal identifique riesgos antes de que 
sean irreversibles. 

Con la legitimación activa amplia se democratiza la defensa de la naturaleza al 
reconocerla como un interés jurídico en sí mismo con independencia de la utilidad humana, 
por lo que cualquier beneficiario de los servicios ambientales por proximidad geográfica o 
interés legítimo colectivo pueda defender el ecosistema. Este andamiaje es el que permite 
que la gobernanza agraria transite efectivamente de una racionalidad productivista hacia el 
paradigma ecocéntrico. Así, los derechos humanos y la participación ciudadana en relación 
con el medioambiente y los derechos humanos, son indispensables para la democracia 
ambiental y la gobernanza agraria. 

De esta forma, el Acuerdo de Escazú reafirma y desarrolla el Principio 10 Declaración del 
Río sobre Medioambiente y el Desarrollo, confiriendo a los derechos de acceso de fuerza 
vinculante para los Estados que lo han ratificado como es el caso de México (Velasco 
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Ramírez, A., 2023). Su objetivo es la implementación plena de estos derechos, toda vez que, 
no puede gestionarse si se deja a un lado la participación ciudadanía en la protección del 
derecho a un medioambiente sano y al desarrollo sostenible. (Naciones Unidas, 2018b) 

La participación pública en asuntos ambientales demanda que los Estados garanticen 
una participación abierta e inclusiva, en la toma de decisiones, revisiones o actualizaciones 
relativas a proyectos y actividades con impacto sobre el medioambiente (Naciones Unidas, 
2018a, Artículo 7 del Acuerdo de Escazú). Se deben crear condiciones propicias para que se 
adecúe a las características sociales, económicas, culturales, geográficas y de género de los 
participantes. (Bárcena et al., 2021) 

El Acuerdo de Escazú exige que los Estados cuenten con una legitimación activa amplia 
en defensa del medioambiente y la obligación de regular en beneficio social, el 
aprovechamiento de los elementos naturales susceptibles de apropiación, con el objeto de 
hacer una distribución neutral de la riqueza pública. (Carrillo Bañuelos, J. A., 2023; Gómez 
de Silva, J., 2016) Esta legitimación activa amplia es una herramienta para corregir la 
asimetría que enfrenta el ciudadano en la protección del medioambiente. 

Dentro de este marco, la Procuraduría Agraria (2024) ha propiciado incentivar la 
democracia participativa y la paz social en los núcleos agrarios. En su informe de avances y 
resultados 2023-2024, reporta que durante el ejercicio 2023 otorgó 4,357 asesorías a 
núcleos agrarios destinadas a la elaboración y actualización de sus reglamentos internos 
(ejidos) o estatutos comunales (comunidades agrarias), integrando disposiciones 
normativas sobre género, interculturalidad y medioambiente. (Procuraduría Agraria, 2024) 
 

4. Metodología 
Esta investigación se suscribe en un paradigma socio-jurídico de corte cualitativo-inductivo, 
orientado por una metodología holística que integra normas, hechos y valores, El diseño 
tiene un alcance exploratorio y propositivo, empleando el método sistemático-estructural-
funcional para abordar la gobernanza agraria como un sistema complejo. (Hernández-
Sampieri, R., 2014) 

Para orientar el análisis, se planteó como pregunta de investigación: ¿Cómo la garantía 
de los derechos de acceso ambiental previstos en el Acuerdo de Escazú impacta en la 
gobernanza agraria y en el fortalecimiento de la gestión sostenible de la propiedad social 
en México? 

Se trazó como objetivo analizar la relación entre la norma (Acuerdo de Escazú) y la acción 
social (la asamblea ejidal o comunal), evaluando cómo los efectos de la norma producen un 
impacto fáctico en la cohesión de los núcleos agrarios. 

A fin de evitar la tensión entre el individualismo metodológico de la teoría de Rawls y la 
realidad colectiva del campo mexicano, se aplica un enfoque holista, el cual permite tratar 
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a los sujetos agrarios como una totalidad colectiva y agentes sociales de cambio, cuya 
identidad y autonomía se ven reforzadas por el reconocimiento de su función como 
guardianes de la biodiversidad. 

Se analizaron marcos normativos y documentos institucionales, entre las fuentes 
principales se incluyó la revisión del Acuerdo de Escazú y las Opiniones Consultivas OC-
23/17 y OC-32/25 de la CoIDH contrastándola con criterios de la SCJN sobre entorno 
adyacente y la doble dimensión del derecho a un medioambiente sano (DHAS). 

De igual forma, se analizó el informe de avances y resultados 2023-2024 de la 
Procuraduría Agraria, interpretando el alcance de las 4,357 asesorías para la actualización 
de reglamentos internos y estatutos comunales con perspectiva ambiental. Se consideró el 
diagnóstico sobre la reducción del presupuesto de los tribunales agrarios presentando por 
el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI, 2025). 

El procesamiento de la información se estructuró mediante la construcción de 
categorías de análisis funcional. Estas categorías vinculan la teoría con la realidad del 
campo: Justicia como equidad, teoría del reconocimiento y sostenibilidad y servicios 
ecosistémicos. 

La selección de la literatura implicó descartar aquellos documentos que no contaban 
con rigor metodológico, priorizando aquellos que profundizaba sobre conflictos socio-
ambientales. 

 

5. Resultados y discusión 
Las categorías de análisis permitieron establecer las relaciones, contrastes y capacidades 
que se presentan en el marco jurídico-institucional mexicano en el ámbito agrario y 
ambiental. 

A partir del análisis sistemático que se realizó al marco jurídico nacional e internacional, 
se confirma que el trinomio de Escazú es indispensable para fortalecer la democracia, la 
transparencia y la gestión sustentable de los recursos naturales en la propiedad social 
mexicana. (Tabla 2) 

 
Tabla 2. Categorías de Análisis Funcional del Marco Jurídico y Sostenibilidad Rural. 

Categoría de Análisis Descripción del análisis y definición operacional (Enfoque Socio-
Jurídico) 

1. Fundamento 
constitucional agrario / 

régimen de propiedad 
social 

Estructura normativa (Art. 27 Constitucional y Ley Agraria) que dota de 
inalienabilidad, imprescriptibilidad e inembargabilidad a las tierras de 
asentamiento humano y uso común. Operacionalmente, se concibe como 
la base territorial material indispensable para la distribución equitativa de 
cargas y beneficios ambientales (bienes primarios, desde Rawls). 
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2. Autodeterminación y 
control territorial indígena 

Capacidad jurídica y de facto de los pueblos originarios y núcleos agrarios 
para ejercer la gobernanza sobre sus bienes naturales. Se operacionaliza 
a través del respeto a la consulta previa, libre e informada, y el 
reconocimiento institucional de su identidad y saberes tradicionales 
(Honneth). 

3. Transición a la 
sostenibilidad / 

gobernanza policéntrica 

Integración normativa equilibrada de las dimensiones ecológica, 
económica y social en la toma de decisiones. Se evalúa identificando los 
mecanismos legales que permiten superar el antropocentrismo utilitarista 
para tutelar la función ecosistémica y garantizar la equidad 
intergeneracional. 

4. Rol de la agroecología y 
cohesión social 

Enfoque de manejo sustentable de los elementos naturales a través de la 
organización comunitaria. Operacionalmente, representa la 
materialización de la acción social colectiva y la solidaridad orgánica de la 
asamblea (Durkheim) frente a los modelos agroindustriales extractivistas. 

5. Agenda 2030 / creación 
de capacidades 
institucionales 

Grado de soporte institucional para la implementación de los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible (ODS) a nivel local. Se analiza midiendo la creación 
de herramientas estatales (ej. asesorías de la Procuraduría Agraria) que 
corrijan las asimetrías de poder y democraticen el acceso técnico para los 
sujetos agrarios. 

Elaboración propia a partir del análisis del marco jurídico. Se ha utilizado diseño de tabla Word. 

 
La IPBES (2019) identifica el derecho ambiental y su aplicación como una de las cinco 

intervenciones principales (palancas) para generar un cambio transformador en la sociedad. 
Se evalúa cómo el desarrollo rural sostenible se incorpora en la toma de decisiones, 
reconociendo que el campo mexicano requiere de apoyos para crear, impulsar y consolidar 
procesos productivos que permitan una mejor calidad de vida para los sujetos agrarios. 

Como se detalla en la tabla 2, y partiendo de la teoría de justicia como equidad de Rawls, 
la gobernanza agraria actúa como el mecanismo institucional que provee las bases sociales 
del respeto de los sujetos agrarios. 

Es necesario que los ecosistemas y la estabilidad climática en la propiedad social sean 
entendidos como bienes primarios; es decir, medios biofísicos e institucionales necesarios 
para que los ejidatarios, comuneros, posesionarios, avecindados, pequeños propietarios, 
campesinos, demás habitantes rurales puedan realizar satisfactoriamente sus proyectos de 
vida en armonía con la naturaleza. 
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Figura 4. Categorías de análisis funcional de los Derechos de Acceso Ambiental. 

 
Elaboración propia a partir del análisis de los Derechos de Acceso Ambiental. Se ha utilizado SmartArt. 

 
En la figura 4, se puede observar que la articulación entre el principio de máxima 

publicidad y la reversión de la carga de la prueba fortalece la tutela judicial efectiva de los 
sujetos agrarios. Con relación, al derecho de acceso ambiental a la información requiere la 
aplicación estricta del principio de máxima publicidad. Las autoridades agrarias deben 
garantizar la difusión de la información de manera oportuna y comprensible para todas las 
personas y en especial, aquellas que pertenecen a pueblos indígenas y/o personas con 
discapacidad. De ahí, que se hace necesario que los Estudios de Impacto Ambiental (EIA) se 
traduzcan a lenguas indígenas acorde a la comunidad afectada. 

En el caso de la participación de los sujetos agrarios en asuntos ambientales debe ser 
activa con la finalidad de incidir en políticas públicas desde fases iniciales en la toma de 
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decisiones. De igual forma el Estado debe garantizar la legitimación activa amplia en 
defensa del medioambiente, como establece el Acuerdo de Escazú y considerar en su caso 
la reversión de la carga de la prueba para facilitar la defensa ante el daño ambiental. 

Las políticas agrarias y de desarrollo rural deben tener como prioridad la prevención de 
daños significativos a los recursos naturales (suelo, agua, biodiversidad), aplicando un 
estándar de debida diligencia conveniente al grado de riesgo. (Tabla 3) 
 

Tabla 3. Obligaciones de prevención establecidas por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos y su preeminencia para la gobernanza agraria. 

 
Elaboración propia a partir de la Opinión Consultiva OC-23/17 (CoIDH, 2017). Se ha utilizado diseño de tabla 
Word. 

 

La implementación de la debida diligencia reforzada en la gobernanza agraria representa 
una evolución del deber de garantía del Estado, a fin de que adopte medidas para proteger 
los derechos humanos ante la emergencia climática. De acuerdo con la OC-32/25 (CoIDH, 
2025), exige que las autoridades no se limiten a una vigilancia administrativa ordinaria, sino 
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que realice evaluaciones de riesgo minuciosas y monitoreos permanentes sobre los 
impactos ambientales a fin de identificar y mitigar amenazas, asegurando que la gestión del 
51% del territorio nacional sea resiliente y prevenga daños irreversibles que ya son 
considerados normas de ius cogens. 

Por lo que se refiere a las obligaciones de prevención, en ellas se encuentran medidas 
legislativas que regulen las actividades que constituyan un riesgo para el medioambiente, 
por lo que los Estados deben supervisar y fiscalizar su cumplimiento. Se debe así mismo, 
respetar la conexión que existe entre las comunidades y la tierra. 

 
Tabla 4. Principio de precaución establecidas por la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos y su preeminencia para la gobernanza agraria. 

 
Elaboración propia a partir de la Opinión Consultiva OC-23/17 (CoIDH, 2017). Se ha utilizado diseño de tabla 
Word. 

 

Las medidas que se adopten desde el principio de precaución deben tener como finalidad 
prevenir acciones irreversibles en contra del medioambiente (Tabla 4). De acuerdo con la 
OC-32/25, el Estado adquiere el deber de actuar con una diligencia especial ante la duda 
científica, lo que justifica la inversión de la carga de la prueba analizada en los resultados, 
desplazando el costo de la incertidumbre hacia los agentes potencialmente responsables 
para salvaguardar el medioambiente como bien primario indispensable para la estructura 
básica de la sociedad rural. 
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Tabla 5. Obligaciones concernientes a los derechos de acceso ambiental establecidas por la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos y gobernanza agraria. 

 
Elaboración propia a partir de la Opinión Consultiva OC-23/17 (CoIDH, 2017). Se ha utilizado diseño de tabla 
Word. 

 
Así, la diligencia reforzada actúa un mecanismo que dota de eficacia al trinomio de 

Escazú, al imponer al Estado el deber de generar información climática comprensible y 
garantizar una participación pública significativa que rompa las asimetrías de poder. (Tabla 
5) Este estándar obliga a las instituciones agrarias a actuar de forma diligente para que la 
transición energética y los proyectos industriales no profundicen la vulnerabilidad de los 
sujetos agrarios. 

El estándar OC-32/25 de la CoIDH, demanda dentro de la diligencia reforzada que se 
cuente con las capacidades técnicas, trazabilidad, sistemas de información y rendición de 
cuentas sobre medidas de mitigación y adaptación ambiental. Impone a los Estados actuar 
con debida diligencia para prevenir, regular, supervisar y fiscalizar aquellas actividades que 
ocasionen daño ambiental. Los estándares OC-23/17 y la OC-32/25 reconocen el derecho 
humano a un ambiente sano y la aplicación de principio de prevención, precaución, 
progresividad y no regresión ante peligro de daño grave o irreversible, aun sin certeza 
científica. (Tabla 6) 
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Del informe de avances y resultados 2023-2024 presentado por la Procuraduría Agraria 
(2024) se observa que, de las asesorías dadas por esta institución, 4,357 han sido con la 
finalidad de actualizar reglamentos internos de los ejidos y estatutos comunales de las 
comunidades agrarias, documentos que rigen la vida interna de los núcleos agrarios y en 
los cuales se han establecido disposiciones sobre protección de bienes ambientales e 
interculturalidad. 

Esta actualización va más allá de una simple actualización y trámite administrativo, 
constituye un andamiaje jurídico local que permite a los ejidos y comunidades agrarias 
transitar de ser receptores pasivos de impactos a convertirse en interlocutores legítimos. Al 
integrarse aspectos ambientales en sus reglamentos internos o estatuto comunal 
respectivo, las asambleas como órganos supremos ejercen una racionalidad protectora que 
obliga a los actores externos, a respetar las decisiones de los núcleos de población. 

La normativa interna, cuando es reforzada, ofrece la posibilidad de implementar los 
procedimientos de control y vigilancia necesarios para cerrar la distancia científica y técnica 
que existe con respecto a los Estudios de Impacto Ambiental (EIA) que son utilizados por los 
diferentes entes externos. Es así que, cuando la normativa interna contenga artículos en los 
que se indique que los estudios deben realizarse con la mayor publicidad posible y, en su 
caso, que los estudios se traduzcan a las lenguas indígenas, la normativa interna será el 
medio procesal que permitirá corregir la asimetría informativa que, de forma histórica, ha 
dañado a los ejidos y a las comunidades. (Manrique de Lara Ramírez, A., Medina, M., y 
Vanda, B., 2019) 

Con base en la teoría del reconocimiento de Honneth, en el momento en que se lleve a 
cabo la validación de los conocimientos tradicionales de los sujetos agrarios como los 
responsables de cuidar el patrimonio natural, los ejidatarios y comuneros ya no serán vistos 
únicamente como los productores de las mercancías, sino que serán reconocidos 
institucionalmente como los que brindan los servicios ecosistémicos como el agua, la 
biodiversidad y la captura de carbono. Gracias a este reconocimiento, ellos tendrán una 
posición de moral y legalidad para impugnar las decisiones tomadas por los entes externos 
a través del concepto de entorno adyacente en el momento en que las decisiones afecten 
la interdependencia de los ecosistemas. (Cuervo, L. M., y Délano, M. P., 2019) 

Los reglamentos actualizados actúan como una medida de debida diligencia reforzada 
en cumplimiento de los estándares de la Opinión Consultiva OC-32/25 (2025). Dado que la 
propiedad social alberga el 80% de la biodiversidad en México, la inclusión de artículos en 
los reglamentos internos o estatutos comunales de preservación, permite que los núcleos 
agrarios actúen como la primera línea de defensa contra el extractivismo que prioriza el 
capital manufacturado sobre el natural. De este modo, la función ecológica de la propiedad 
se materializa no solo como un concepto teórico, sino como una obligación propter rem que 
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garantiza la equidad intergeneracional y la resiliencia del 51% del territorio nacional. 
(Rabasa y De Windt, 2022) 

Aunque la gobernanza agraria en la propiedad social se ha buscado fortalecer, nos 
encontramos que el sistema jurisdiccional enfrenta una reducción presupuestal que 
compromete la especialización técnica. Si bien es cierto que el marco jurídico agrario no 
define a los Tribunales Agrarios como tribunales ambientales con facultades expresas, si 
permite que conozcan y resuelvan conflictos agrarios, reconociendo que los juicios agrarios 
podrían contribuir a la conservación del medioambiente, vinculando la tenencia de la tierra 
con el derecho ambiental. (Tribunal Superior Agrario, 2023) 

En su artículo 2 de la Ley Agraria se establece la supletoriedad sustantiva de la LGEEPA, 
lo que permite a los tribunales agrarios conocer controversias vinculadas a la restitución de 
tierras, bosques y aguas. Asimismo, la jurisprudencia de la SCJN ha determinado que, bajo 
los artículos 4, 25 y 27 constitucional, los Tribunales Agrarios deben interpretar la propiedad 
bajo una función ecológica obligatoria, lo que les da el sustento para proteger ecosistemas. 
(Alanís, G., y Martínez, F. J., 2022) 

Tabla 6. Categorías de análisis funcional de implementación y retos socio-jurídicos. 

 
Elaboración propia a partir de las categorías de análisis. Se ha utilizado diseño de tabla Word. 
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Para lograr que la gobernanza agraria sea efectiva, se requiere la participación de los 
núcleos agrarios y una reforma agraria que otorgue facultades agroambientales expresas, 
a los tribunales agrarios transformándolos garantes de la justicia socio-ambiental. 
(Hermosillo, L., 2023) Para que tengan facultades de sancionar violaciones ambientales, ya 
que esta potestad solo se encuentra concentrada en materia administrativa en la 
Procuraduría Federal de Protección al Ambiente (PROFEPA, 2020) o en la Sala Especializada 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa (TFJA), lo que genera una fragmentación 
competencial que dificulta el acceso efectivo a la justicia. (Tabla 6.) 

Aunque habría que considerar el criterio relevante emitido por el Tribunal Superior 
Agrario (2023) bajo el rubro TSA/T.O./I/2023: 

Tribunales agrarios. Son competentes para resolver sobre la nulidad de títulos de concesión expedidos 
por la secretaria de medioambiente y recursos naturales en tierras ejidales y comunales, al constituirse 
como autoridad materialmente agraria que afecta derechos regulados por la Ley de la materia. (2023) 

En la que se establece que los Tribunales Unitarios Agrarios son competentes para 
conocer de juicios agrarios contra autoridades ambientales cuyos actos adquieren un 
carácter materialmente agrario y vulnere derechos colectivos de los núcleos agrarios. 
 

Conclusiones 
El derecho agrario en México ha iniciado un tránsito irreversible desde una disciplina 
meramente productivista hacia una racionalidad protectora de corte ecocéntrico, como una 
respuesta ante la triple crisis planetaria que se vive en la actualidad, donde 32, 261 núcleos 
agrarios, que custodian el 51% del territorio nacional, se consolidan como los guardianes 
legítimos de la biodiversidad. 

Se identifica que la actualización de normas internas en los núcleos agrarios, reflejada en 
las 4,357 asesorías reportadas por la Procuraduría Agraria (2024), constituye un andamiaje 
jurídico local de debida diligencia reforzada que permita que los sujetos agrarios dejen de 
ser receptores pasivos de impactos ambientales para convertirse en interlocutores 
legítimos, capaces de tutela la función ecológica de la propiedad social. 

Aunado a ello, los datos globales de la IPBES (2019) validan esta necesidad, al precisar 
que mientras la producción material aumenta, 14 de las 18 categorías de contribuciones 
reguladoras de la naturaleza están en declive, lo que exige una gobernanza que priorice la 
integridad funcional de los ecosistemas. 

Con el estudio se busca aportar una construcción ontológica de la gobernanza agraria, 
que supere el reduccionismo bidimensional entre el antropocentrismo extractivista y el 
ecocentrismo radical. Ya que, mediante la gobernanza agraria desde un enfoque 
policéntrico de constituir sistemas de centro de decisiones coordinados entre asambleas y 
tribunales. Desde la teoría de la justicia de Rawls (Martín López, 2024), se fundamenta que 



 

 

 
pp. 53-80 

75 
 

 

 

 

Artículo: “Gobernanza agraria y derechos de acceso 

ambiental: un enfoque socio-jurídico para la 

sostenibilidad rural en México” 

María Eugenia Jerez Velasco 

DOI: https://doi.org/10.25009/ej.vi14.2669 
 

Número 14 
julio-diciembre 2026 

los ecosistemas y la estabilidad climática deben ser entendidos como bienes primarios, 
medios indispensables para que los sujetos agrarios realicen satisfactoriamente sus 
proyectos de vida. 

Esta visión se complementa con la justicia del reconocimiento de Honneth, validando los 
saberes tradicionales frente a las asimetrías técnicas. Dentro de esta tesitura, la 
materialización del trinomio de Escazú (2018a), permitirá la participativa y la tutela judicial 
efectiva, considerando en todo momento principios como son la máxima publicidad y la 
reversión de la carga de la prueba para facilitar la defensa ante el daño ambiental. 

Se debe precisar que la gobernanza agraria representa un modelo de sostenibilidad rural, 
porque busca fomentar la democracia participativa de los sujetos agrarios en lo colectivo e 
individual, a través de sus asambleas ejidales o comunales respectivamente. Por ello, se 
recomienda reformas agrarias acorde a las circunstancias actuales y considerar la creación 
de una sala especializada agroambiental como una medida precautoria necesaria bajo los 
estándares de la OC-32/25 de la CoIDH (2025), como una palanca para garantizar la equidad 
intergeneracional. Claro que su efectividad requiere contar con el presupuesto necesario 
para su materialización. 

Habría que profundizar en estudios que evalúen el impacto fáctico de los reglamentos 
internos actualizados en la negociación de pagos por servicios ecosistémicos, asegurando 
que estos incentivos no profundicen desigualdades, así como la implementación de los 
derechos de acceso con una perspectiva de género e interculturalidad. 
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